SALA  DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

El ciudadano RAFAEL GUTIÉRREZ, asistido por la abogada Nancy María Terán, demandó ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, la nulidad por razones de ilegalidad del acto administrativo emanado de la Inspectoría del Trabajo del Estado Barinas, en fecha 15 de junio de 1999, bajo la Resolución N° 14, en la cual se declaró sin lugar la solicitud de reenganche y pagos de los salarios caídos interpuesta contra el FONDO DE FINANCIAMIENTO AGROPECUARIO DEL ESTADO BARINAS (FONFIAGRO), representado por las abogadas Neomelia Montilla Rivero e Isolda Gutiérrez.

El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia en fecha 24 de mayo de 2001, en la cual declaró con lugar la nulidad del acto administrativo y el consecuente reenganche del trabajador demandante con el correspondiente pago de los salarios caídos, confirmando la decisión apelada.

Contra ese fallo de Alzada la parte accionada anunció recurso de casación, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. Hubo contestación.

 

Cumplidos los trámites de sustanciación, siendo la oportunidad para decidir, la Sala pasa a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, previas las siguientes consideraciones:

PUNTO PREVIO

ADMISIBILIDAD DEL RECURSO


En el presente proceso se demandó la declaratoria de nulidad de la Resolución N° 14 de fecha 15 de junio de 1999, dictada por el Inspector del Trabajo del Estado Barinas, en conformidad con los artículos 121 y siguientes de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en materia de inamovilidad contemplada en el artículo 615 de la Ley Orgánica del Trabajo, según el procedimiento establecido en los artículos 449 y siguientes de la citada Ley.

 

En relación con el conocimiento de esta clase de juicios, se había venido sosteniendo desde sentencia dictada por la Sala Político Administrativa en fecha 13 de febrero de 1982 -caso Corporación Bamundi, C.A.- que la misma le correspondía a los tribunales del trabajo.

 


Ahora bien, en sentencia de fecha 2 de agosto de 2001, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, estableció que la jurisdicción laboral no es la competente, en ningún caso, para conocer de los juicio de nulidad de las resoluciones de las autoridades administrativas laborales, porque la Ley Orgánica del Trabajo no contiene una norma que expresamente así lo asigne y porque la omisión al respecto en dicho texto legal no autoriza a interpretarla en ese sentido, por lo cual, tratándose de decisiones de órganos de carácter administrativo insertos en el Poder Ejecutivo, los órganos jurisdiccionales competentes para conocer y decidir de este tipo de controversias es la jurisdicción contencioso administrativa, en aplicación del principio del juez natural. A este respecto, expresó  la Sala Constitucional que: “Los Juzgados con competencia en materia laboral, deberán declinar en los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento y decisión de los recursos interpuestos contra las providencias administrativas, dictadas por las Inspectorías del Trabajo, por ser éstos los órganos judiciales a los cuales les incumbe conocer de este tipo de juicios”. 
 


No obstante, sin perjuicio de la doctrina de la Sala Constitucional, que esta Sala acoge, en virtud de su efecto ex-tunc y visto que la tramitación del recurso contencioso de anulación a que se contraen estas actuaciones, se realizó según el régimen de la doctrina anterior, la Sala ratifica lo que conformaba el criterio en esa materia, en el sentido de que en el recurso contencioso de anulación no es admisible el recurso de casación, pues no se trata en estos casos, de una sentencia dictada en los procesos en los cuales puede proponerse dicho recurso, por tanto, no están incluidas dentro de las previsiones establecidas en el artículo 312 del Código de Procedimiento Civil, en lo atinente a la admisibilidad del recurso extraordinario de casación, esto es, aquellas sentencias que ponen fin a los procedimientos especiales contenciosos sobre el estado y capacidad de las personas, a los juicios civiles, mercantiles y especiales contenciosos, y las que resuelven en apelación sobre laudos arbitrales y sobre ciertos asuntos dictados en ejecución de sentencia, siempre que, salvo las primeras, el interés principal en litigio exceda determinados montos. Así se declara.

DECISIÓN


Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara INADMISIBLE el recurso de casación. No hay condenatoria en costas en razón de la naturaleza de este fallo.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado de la causa, o sea, al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, a los fines legales consiguientes, en conformidad con lo establecido en el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación  Social  del Tribunal  Supremo de  Justicia, en Caracas, a los diecisiete (17) días del mes de diciembre de dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.

 

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
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______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO
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ALFONSO VALBUENA C.
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